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Comisión de Transparencia y Anticorrupción
	
	
	


Asunto: Acta de la Tercera Reunión Ordinaria
20 de febrero de 2019, 12:30 horas
Salón Gilberto Bosques


ACTA DE LA TERCERA REUNIÓN ORDINARIA DE LA COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y ANTICORRUPCIÓN
Siendo las doce horas con cuarenta y cinco minutos, del día veinte de febrero de dos mil diecinueve, en el Salón “Gilberto Bosques”, del Edificio “D” planta baja, de la Cámara de Diputados, ubicada en Avenida Congreso de la Unión número sesenta y seis, Colonia El Parque, se reunieron los legisladores integrantes de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, de conformidad con la convocatoria de fecha 14 de febrero de dos mil diecinueve, para el desahogo del Orden del día:
Inicio: 12:45
Término: 14:30
1. LISTA DE ASISTENCIA Y DECLARACIÓN DE QUÓRUM.
Se pasó lista de asistencia, encontrándose presentes los CC. Diputados:

Óscar González Yáñez, Presidente; José Luis Montalvo Luna, Carlos Iván Ayala Bobadilla, Víctor Blas López, Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, Alejandro Ponce Cobos, Martha Elisa González Estrada, María Marcela Torres Peimbert, Ximena Puente de la Mora, Juan Carlos Villarreal Salazar y Luz Estefanía Rosas Martínez, Secretarios; Miroslava Carrillo Martínez, Rubén Cayetano García, Cipriano Chárrez Pedraza, Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, Manuel Gómez Ventura, Jaime Humberto Pérez Bernabé, Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, Rocío del Pilar Villarauz Martínez, Éctor Jaime Ramírez Barba, Josefina Salazar Báez, María Alemán Muñoz Castillo, Cruz Juvenal Roa, Gerardo Fernández Noroña y Ruth Salinas Reyes, integrante.

En uso de la palabra el Diputado Óscar González Yáñez, Presidente de la Comisión, agradeció la asistencia de los Diputados presentes y solicitó a la Dip. Ximena Puente de la Mora, quien fungió como Secretaria, diera a conocer el registro de firmas, quien informó que existía un registro previo de 25 firmas de diputadas y diputados, por lo que se declaró que existía quórum legal para iniciar la Reunión.
2.  LECTURA Y APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA.
ORDEN DEL DÍA:

1. Lista de asistencia y declaratoria de quórum.
2. Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del orden del día.
3. Lectura, discusión y en su caso aprobación del Acta de la Segunda Reunión Ordinaria.
4. Distribución de las iniciativas por subcomisión

5. Proyectos de dictamen para lectura, discusión y, en su caso, aprobación:
· Sobre la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 59 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.  Suscrita por el Congreso de Baja California.

· Sobre la Iniciativa proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de Entrega - Recepción de Recursos en las Administraciones Públicas.  Presentada por la diputada Mariana Dunyaska García, del Grupo Parlamentaria del PAN.

· Sobre la Iniciativa proyecto de decreto por la que se reforma el artículo 115 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  Presentada por la diputada Gloria Romero León, integrante del Grupo Parlamentaria del PAN.

· Sobre las Iniciativas dictaminadas en conjunto de los diputados Luz Estefanía Rosas Martínez y Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, que reforma los artículos 9, 12, fracción IX, 21 fracción XV, 31 fracción VII, 56, nombre del título quinto y del capítulo único y los artículos 61, 62 y 63 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción

6. Informe General de asuntos diversos de la Comisión.
7. Asuntos generales

8. Clausura y cita para la próxima reunión.

Se votó el Orden del Día, aprobándose éste por unanimidad de los asistentes.

3. LECTURA, DISCUSIÓN Y EN SU CASO APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SEGUNDA REUNIÓN ORDINARIA.

Se sometió a consideración de los integrantes dispensar la lectura del Acta de la Segunda Reunión Ordinaria de la Comisión, dispensándose ésta por mayoría y, posteriormente, se aprobó el Acta de la Segunda Reunión Ordinaria de la Comisión, por mayoría.        
4. RATIFICACIÓN DE LA CONFORMACIÓN DE LAS SUBCOMISIONES

a) Subcomisión de Transparencia y Rendición de Cuentas

Integrada por los siguientes Ciudadanos Diputados y Diputadas
Ximena Puente de la Mora, Encabeza

Martha Elisa González Estrada

José Luis Montalvo Luna

Beatriz Silvia Robles Gutiérrez

Armando Contreras Castillo

Carolina García Aguilar

Rodrigo Calderón Salas

Josefina Salazar Báez
b) Subcomisión de Anticorrupción 

Integrada por los siguientes Ciudadanos Diputados y Diputadas
José Luis Montalvo Luna, Encabeza

Juan Carlos Villarreal Salazar

Martha Elisa González Estrada

Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca 

Luz Estefanía Rosas Martínez

Jaime Humberto Pérez Bernabé

Ruth Salinas Reyes

Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano

Armando Contreras Castillo

Manuel Gómez Ventura

Cruz Juvenal Rosas Sánchez
Carolina García Aguilar 

Josefina Salazar Báez

Gerardo Fernández Noroña

c) Subcomisión de Datos Personales y Archivo

Integrada por los siguientes Ciudadanos Diputados y Diputadas
María Marcela Torres Peimbert, Encabeza

Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano

Miroslava Carillo Martínez

d) Subcomisión de Parlamento Abierto
Integrada por los siguientes Ciudadanos Diputados y Diputadas
Juan Carlos Villarreal Salazar, Encabeza

Luz Estefanía Rosas Martínez

José Luis Montalvo Luna

Rocío del Pila Villarauz Martínez

Éctor Jaime Ramírez Barba
e) Subcomisión de Seguimiento al Sistema Nacional Anticorrupción

Integrada por los siguientes Ciudadanos Diputados y Diputadas
Alejandro Ponce Cobos

Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca

Carolina García Aguilar

Cipriano Chárrez Pedraza

Rubén Cayetano García

Cruz Juvenal Roa Sánchez, 

Gloria Romero León

Gerardo Fernández Noroña

Ruth Salinas Reyes

Miroslava Carrillo Martínez

f) Subcomisión de la Función Pública

Integrada por los siguientes Ciudadanos Diputados y Diputadas
Luz Estefanía Rosas Martínez, Encabeza

Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca

Rubén Cayetano García

Ruth Salinas Reyes

g) Subcomisión de Fiscalización y Cuenta Pública

Integrada por los siguientes Ciudadanos Diputados y Diputadas
Martha Elisa González Estrada, Encabeza

María Marcela Torres Peimbert

Víctor Blas López

José Luis Montalvo Luna

Jaime Humberto Pérez Bernabé

Ruth Salinas Reyes

Cipriano Chárrez Pedraza

Rubén Cayetano García

Gloria Romero León

Armando Contreras Castillo

Rodrigo Calderón Salas 

Miroslava Carrillo Martínez

h) Subcomisión de Acceso a la Información

Integrada por los Siguientes Ciudadanas y Ciudadanos Diputados

Carlos Iván Ayala Bobadilla

Ruth Salinas Reyes

Gloria Romero León

i) Subcomisión de Gobierno Abierto

Integrada por los Siguientes Ciudadanas y Ciudadanos Diputados

Sin secretario

Juan Carlos Villarreal Salazar

Luis Estefanía Rosas Martínez

Rocío del Pilar Villarauz Martínez

Éctor Ramírez Barba

La Diputada María Marcela Torres Peimbert, solicitó se enviara a cada secretaria o secretario el listado competo actualizado de miembros y contactos, así como un listado completo de las proposiciones con punto de acuerdo y de las iniciativas que van a cada una de las Subcomisiones, para que pudieran tener plazo para instalar cada Subcomisión.

La Diputada Martha Elisa González Estrada, mencionó que las Proposiciones con Puntos de Acuerdo no habían sido aún turnados a las Subcomisiones.

El Diputado Óscar González Yáñez, les notificó que cada Iniciativa, Proposición con Punto de Acuerdo recibidos, integración de las Subcomisiones, así como los temas encargados para cada Subcomisión les serían enviados en breve.

5. PROYECTOS DE DICTAMEN PARA LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN
Sobre la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 59 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.  Suscrita por el Congreso de Baja California.
Se habló del plazo que se tenía para dictaminar esta iniciativa, así como de la espera de la Opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública y la de la Secretaría de la Función Pública, las cuales se habría de esperar.

También se informó que la Subcomisión de la Función Pública dijo que esta Iniciativa estaba bien, pero que tenían que acotarse a los criterios vigentes en las leyes de adquisición.

Por su parte la Diputada Luz Estefanía Rosas Martínez, explico que, en relación al artículo 59, se realizó una modificación a fin de darle mayor certeza jurídica al dictamen, ya que se encontraba ambiguo y que además la diferencia entre bienes muebles, servicios y obra pública tienen procesos distintos.

En el caso de la obra pública el precio no es suficiente para determinar una contratación, ya que existen aspectos de especialidad y experiencia.

Sobre bienes, muebles y servicios, la normatividad establece un estudio de mercado, también encontramos que se debe anclar la determinación de valor del bien, obra pública o servicios a la normatividad existente en la materia.

Texto propuesto:

También se considera responsable de contratación indebida al servidor público que realice, autorice o celebre adquisiciones de bienes, obra pública o servicios, con conocimiento previo de que el precio del bien, producto o servicio es ostensiblemente superior al valor del mercado sin que exista una justificación previa para dicha contratación.  El valor del mercado se establecerá de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.  La Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas y demás normatividad aplicable.

La Diputada Martha Elisa González Estrada, manifestó que sería muy importante solicitar al Enlace Técnico de la Comisión la ruta de trabajo de los dictámenes, ya que es importante homologar un criterio que permitiera tener elementos suficientes para analizar y llegar a la reunión con un trabajo muy profesional, con un análisis previo que permita la toma de decisiones.

Sobre el dictamen a la Iniciativa aseveró que se estaban dejando dos conceptos que seguían quedando ambiguos.  Uno que es la parte del conocimiento, con conocimiento de causa, quién va a determinar o cómo se pude determinar si un funcionario público tenía conocimiento o no de que el precio estaba alzado.

Y por el otro lado, se deja también el concepto de ostensiblemente superiores, que también es un concepto vago.

Dijo que ella sería de la idea de que si hay una Ley de Adquisiciones en donde es muy claro en su artículo 26 en donde dice: las dependencias y entidades seleccionarán de entre los procedimientos que a continuación se señalan, aquel que de acuerdo con la naturaleza de la contratación asegure al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Y que la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con los Mismos, en su artículo 27 dice que las dependencia y entidades seleccionarán de entre los procedimientos que a continuación se señalan aquel que de acuerdo con la naturaleza de la contratación asegure al Estado las mejores condiciones disponibles en cuento a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinente.  Por lo que dijo estar a favor de homologar y que quede establecido en la Ley de Responsabilidades.

Hubo algunas coincidencias con lo expuesto por la Diputada González Estrada sobre incluir esta sanción en la Ley de Responsabilidades Administrativas, la cual contempla ya un catálogo de sanciones administrativas y como aquí se está intentando reformar un supuesto de cuando un servidor tiene que ser diligente en su actuar, cómo debe ser la conducción de los servidores públicos; algunos diputados solicitaron se retirara dicha Iniciativa para afinarla, ya que dictaminarla como está sería sobreregular.
Sobre la Iniciativa proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de Entrega - Recepción de Recursos en las Administraciones Públicas.  Presentada por la Diputada Mariana Dunyaska García Rojas, del Grupo Parlamentaria del PAN.

Se puntualizó que se esperará la opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, como lo estableció el turno correspondiente, se dará un plazo de 15 días para que tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de la Función Pública emitan opinión y, en tercer lugar, se considerará iniciado el proceso de dictaminación y por lo tanto se recibirán y se turnarán las opiniones de las y los diputados miembros de esta Comisión.

El Diputado Rubén Cayetano García explico que son puras reglas, pero no dice cómo se va a inhabilitar al que no lo haga, así que sólo sería una ley declarativa pero no objetiva para lograr los efectos que debe producir la obligatoriedad del servidor público que debe entregar debidamente una administración a la que va a entrar.
El Diputado Juan Carlos Villarreal Salazar indicó que se mencionaba que ningún servidor público, de cualquier cargo o nivel podría dejar su puesto sin realizar un acta de entrega-recepción, lo cual resulta materialmente imposible cumplir, toda vez que los órganos internos de control y el representante de control y el representante legislativo estatal no tendrá la capacidad para atender estos actos porque habla que debe haber en cada acto de entrega-recepción un representante de estos órganos.
Se mencionó que se contravienen una o más disposiciones del orden jurídico nacional, porque el artículo 73 en su fracción 28, dice que la Iniciativa se fundamenta en el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la cual no se establece de manera expresa, la facultad del Congreso para normar en materia de entrega-recepción.

Sobre la Iniciativa proyecto de decreto por la que se reforma el artículo 115 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  Presentada por la Diputada Gloria Romero León, integrante del Grupo Parlamentaria del PAN.

Se hace referencia nada más al artículo 115 Constitucional, donde en la fracción II hay una propuesta de algunos párrafos.  En el tercer párrafo se hace referencia para determinar si un caso se ubica en el supuesto de delitos de lesa humanidad, para efectos de derecho de acceso a la información se entenderá lo establecido al derecho nacional e internacional. 

Una de las características de los órganos autónomos justo es la especialización de la materia que ellos son garantes, por lo que podría haber una colisión de funciones con la Comisión de Derechos Humanos.
El hecho de describir la fracción I, lejos de dar certeza, está muy confuso y habría de ponderar si pudiera existir invasión de atribuciones con otro órgano garante como la comisión de Derechos Humanos y contraviene la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos porque se le otorgan facultades a los órganos garantes que no les corresponden y se ubica el supuesto de delito, como sería el determinar que una violación a los  derechos humanos es grave, o si un caso se ubica en el supuesto de delito de lesa humanidad o incluso derivar en una invasión a la  esfera competencial de otras instancias y con ello se pueden trastocar los principios de certeza, legalidad y objetividad que rigen su actuación en detrimento del debido proceso y de hecho al acceso a la información.
También se pueden estar duplicando una o más disposiciones del orden jurídico.  El proyecto señala que para determinar que una violación a derechos humanos es grave se requiere comprobar la transcendencia social de las violaciones a partir de los criterios cualitativos y cuantitativos, pero este supuesto ya está previsto en el artículo 14º de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Por último, se necesita una mejor redacción técnico jurídica y legislativa para tener un artículo claro, porque si lo que se pretende es otorgarle la facultad para clasificar hechos como violaciones graves de derechos humanos o delitos a lesa humanidad al INAI, esta facultad ya la tiene.


El artículo 115 de la Ley General de Transparencia señala lo siguiente:

No podrá invocarse el carácter de reservado cuando

Fracción I: Se trate de violaciones graves a derechos humanos o delitos a lesa humanidad.
Se tiene un artículo muy específico, muy claro en una Ley General, que efectivamente le replican todos los estados de la República en donde se otorga la facultad de poder invocar el carácter de reservado cuando se trae casos de violaciones y el INAI haría esta clasificación para efectos generales de calificar una violación grave de derechos humanos, pero solamente lo que atiende al derecho de acceso a la información, para poder desclasificarla y otorgar esta solicitud a los particulares y dar versión pública, de una investigación. 
Esto es importante porque se trata de un órgano autónomo con una facultad constitucionalmente reconocida que se otorga en esta ley general, no se puso así, ya estaba en la ley general una facultad específica para poder desclasificar una información, otorgar versiones públicas cuidando los datos personales, solamente en el caso de derecho a la información.

Se solicitó se regrese a la Subcomisión para que tenga el mayor consenso posible.
El Ciudadano Carlos Dorantes, Oficial del Programa de Derecho a la Información del artículo 19, una organización internacional dedicada a la defensa del derecho a la libertad de expresión y el derecho a la información, quien fue invitado de la Diputada María Marcela Torres Peimbert.
El Ciudadano Carlos Dorantes se manifestó a favor de la reforma, para garantizar el Principio de Máxima Publicidad y los derechos humanos del derecho a la información y derecho a la verdad de manera plana. Dijo que en la redacción actual del artículo 115 no está garantizado este principio de máxima publicidad, dado que retrasa el acceso a la información de estos casos, retrasos que llegan de entre cinco o siete años, aproximadamente.

Con la redacción actual, el INAI y todo órgano garante ha tenido que esperar la Declaratoria de Gravedad, de la autoridad, en este caso la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.  Hasta ahora, la generalidad, es que no se ha podido ordenar esta apertura de información.

La facultad de conocer a primera vista que se trata de violaciones graves, va de acuerdo con el principio de máxima publicidad. Ésta es una cuestión independiente al trabajo de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, cuyo trabajo es comprobar que se trata efectivamente de una violación grave de derechos humanos.
La CNDH sólo ha declarado recomendaciones por violaciones graves, en 20 ocasiones, y por lo general tarda mucho.  La apertura de la información permite el escrutinio de la sociedad, a rendición de cuentas en investigaciones en las que el Estado se investiga a sí mismo y además puede fortalecer el propio trabajo que hace la citada Comisión y no afecta las investigaciones.  Al mismo tiempo, se generan los mecanismos que garantizan que los organismos garantes puedan ejercer sus facultades sin tener que esperar a determinaciones de autoridades competentes.  

La Corte Interamericana ha establecido que, en casos de violaciones de derechos humanos, cuando los órganos judiciales están tratando de establecer los hechos, juzgar y sancionar a los responsables, el ampararse en el Secreto de Estado, la reserva para entregar información, puede ser considerado como un intento de privilegiar la clandestinidad del Ejecutivo y perpetuar la impunidad.

De igual manera, el Poder Judicial ya ha establecido en sentencias, que los órganos garantes y toda autoridad encargada de garantizar el derecho de acceso a la información puede determinar la gravedad de un caso de violaciones de derechos humanos para fines de acceso a información, es decir, sin prejuzgar. 

El INAI si cuenta con facultades para pronunciarse prima facte sobre las violaciones graves de derechos humanos, únicamente para efectos de asumir y ejercer sus propias competencias, en materia de acceso a la información; pero a pesar de ello, esa facultad no se ejerce plenamente, finalmente, se trata de via crusis legales para poder ejercer el derecho a la información, a pesar del artículo 115, de ahí la necesidad de que se exprese de manera explícita esta facultad que pertenece a los órganos garantes, pero también a toda autoridad encargada de cumplir y de garantizar  el derecho a la información.
Para desterrar el terror hace falta la verdad.  Establecer la verdad y la responsabilidad de los crímenes graves, ayuda a las comunidades a entender las causas del abuso y a enfrentarlas. Sin el conocimiento preciso de las violaciones del pasado es difícil prevenir que ocurran nuevamente.  La verdad puede ayudar en el proceso de recuperación, después de eventos traumáticos, restaurarla dignidad personal y levantar salvaguardas contrala impunidad y la negación.

Después de esta intervención se propuso enviar este proyecto de dictamen a la Subcomisión de Transparencia para ajustar la redacción para que sea más clara y seguir enriqueciendo esta propuesta para llegar a una redacción final que cumpla con las expectativas.
Sobre las Iniciativas dictaminadas en conjunto de los diputados Luz Estefanía Rosas Martínez y Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, que reforma los artículos 9, 12, fracción IX, 21 fracción XV, 31 fracción VII, 56, nombre del título quinto y del capítulo único y los artículos 61, 62 y 63 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción.
Éste es un proyecto de dictamen de 3 iniciativas distintas, consiste en modificar un modelo que permite mantener las recomendaciones no vinculatorias e incorporar las recomendaciones vinculatorias, a petición del Comité de Participación Ciudadana, aprobada por el Comité Coordinador y la otra propuesta es la del Diputado Jáuregui Montes de Oca, que propone cambiar el nombre del titular de la Secretaría Ejecutiva, pasando de secretario técnico a secretario ejecutivo.

Las recomendaciones son importantes porque permiten establecer una política efectiva para combatir la corrupción en forma preventiva.  Su función es permear a la administración pública de buenas prácticas, permitiendo identificar las acciones más vulnerables y ejercer sobre ésta los cambios que permitan mejoras continuas. 

En todas partes es necesario generar acciones contra la corrupción, sin embargo, éstas buscan castigar a los corruptos una vez que el hecho ya fue realizado; para este castigo la administración pública gasta recursos financieros y humanos en perseguir y castigar acciones como el soborno, la extorsión, el desvío de recursos públicos y otras formas de corrupción, lo cual parece ilógico, ya que se gasta el doble de recursos al sancionar los hechos de corrupción cuando ya fueron llevados a cabo.

En este contexto las recomendaciones vinculatorias del Comités surgen como una acción preventiva que permite fomentar la eficacia, a la transparencia y la contratación basada en el mérito, la generación de códigos de conducta, la mejora de la transparencia y la rendición de cuentas en los asuntos de finanzas públicas.  Se podrían subir las penas o tener más órganos internos de control, pero no sería suficiente sino se comienza con cambios dirigidos a todas las acciones que originan corrupción en la administración pública.  Todas las funciones públicas son vulnerables a los riesgos de corrupción, por eso las recomendaciones del Comité deberían ser vinculatorias e importantes en la construcción de la integridad institucional, permitiendo al Estado un papel activo en la prevención de la corrupción.

Se solicitó se enviara este proyecto de dictamen a la Secretaría de la Función pública para que expresen su opinión al respecto.
6. INFORME GENERAL DE ASUNTOS DIVERSOS DE LA COMISIÓN.
Sobre las Iniciativas se Informó que ya se había solicitado la opinión de las dependencias correspondientes y que se esperaría que a la brevedad contestaran.
También informó, que se estaba haciendo el concentrado de las 12 Proposiciones con Punto de Acuerdo, el cual se turnaría en cuanto estuviese listo.

El Presidente de la Comisión, le solicitó a los Presidentes de las Subcomisiones acelerar el proceso.
El Diputado Miguel Ángel Jáuregui dijo que era importante terminar con la última Iniciativa para que quedara asentado el trámite que se le va a dar.

A lo que el Presidente de la Comisión, le contestó que se regresaría a la Subcomisión de la Función Pública y que se diera un plazo de 15 días.

También se informó que se les ha dado turno a diferentes dependencias a 18 solicitudes de gestión (denuncias, fraudes, improcedencias, etc.), de las cuales les enviarán una relación.
En relación con la capacitación, se les informó los cursos que está realizando la Cámara de Diputados, así como la capacitación del INE, la cual ya había sido enviada a los correos electrónicos

Otro punto, fue sobre el Grupo de Análisis, el cual ya ha tenido dos reuniones.
Se les solicitó a los Diputados el apoyo de sus Asesores, a fin de trabajar para generar propuestas de predictamen de Iniciativas.

Finalmente, se les habló de llevar a cabo 3 Foros Estatales mismos que se están programando, el primero en Baja California Sur, el 7 de marzo; a solicitud de ese Congreso Local, otro se llevaría a cabo en Jalisco, para los primeros días de abril, está pendiente y otro, en Colima para cuando se establezcan las fechas. 

La Diputada Luz Estefanía Rosas Martínez, dijo que hay Subcomisiones que cuentan con 10 Iniciativas y otras con dos o tres, pidió que se acelere el trabajo legislativo.

7. ASUNTOS GENERALES
El primero en hacer uso de la palabra en este punto, fue el Dip. Rubén Cayetano García, quien preguntó la cantidad de Iniciativas que se habían recibido en la Comisión, ¿cuántas de ellas se han prorrogado?, para informarles a los promoventes para que puedan revivirlas nuevamente y se pronunció por darle seguimiento a cada uno de los asuntos y notificar al ponente o al titular de esa Iniciativa el motivo por el cual no se va a dictaminar.
El Diputado Óscar González Yáñez, dijo que como Presidente de la Comisión el asumía el compromiso de dictaminar todas las Iniciativas y Puntos de Acuerdo que lleguen a la Comisión.
Se habló la propuesta de fecha para el Curso del Sistema Nacional Anticorrupción y la evaluación de la política anticorrupción en México, impartido por la Academia Nacional de Evaluadores de México.  Se comentó que era para Asesores, 20 participantes, son dos cursos, uno se impartiría el 12 y otro el 14 a partir de las 16:00 a 20:00 horas.
8. CLAUSURA Y CITA PARA LA PRÓXIMA REUNIÓN
Siendo las catorce horas con treinta minutos se da por concluida la Tercera Reunión Ordinaria de la Comisión.

Atentamente
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Secretario
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Secretaria
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Secretaria
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Secretaria

	Dip. José Luis Montalvo Luna
Secretario


	Dip. Juan Carlos Villarreal Salazar

Secretario
	Dip. Luz Estefanía Rosas Martínez
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